
33506 Viernes 22 septiembre 2006 BOE núm. 227

Segundo.–Mediante auto de 17 de febrero de 2004 el Juzgado de Pri-
mera Instancia n.º 6 de Majadahonda, en Procedimiento de Quiebra 
voluntaria núm. 80/04 dictó Auto de declaración en estado legal de quie-
bra de la citada entidad mercantil, retrotrayéndose sus efectos al 31 de 
diciembre de 2002, ordenando a la A.E.A.T. de Madrid, por providencia 
de 28 de diciembre de 2004 el ingreso de la citada cantidad en la cuenta 
de la quebrada.

Tercero.–El 21 de febrero de 2005 la Abogacía del Estado recurrió la 
citada providencia del Juzgado alegando, en primer lugar, que si los órga-
nos de la quiebra entendían que el embargo de las cuentas practicado 
por la A.E.A.T. de Madrid eran improcedentes, deberían impugnar la 
providencia de apremio mediante la interposición del correspondiente 
recurso potestativo de reposición o, directamente, de reclamación eco-
nómico-administrativa y posteriormente ante la Jurisdicción Contencio-
sos-administrativa; en segundo lugar, alegaba que la prioridad en el 
tiempo de las diligencias de embargo de la A.E.A.T. de Madrid hacen que 
el procedimiento administrativo de apremio goce de preferencia frente 
al de la quiebra.

Cuarto.–Por Auto de 3 de junio de 2005 el Juzgado de Primera Instan-
cia n.º 6 de Majadahonda, desestimó el recurso de reposición entendiendo 
que la cuestión no debía dilucidarse en sede contencioso-administrativa y 
que, habiéndose dictado la providencia administrativa de embargo en 
situación de quiebra, debían incorporarse las citadas cantidades a la 
administración de la quiebra por la sindicatura y el comisario.

Quinto.–Mediante escrito de 13 de septiembre de 2005, el Delegado 
Especial de la A.E.A.T. de Madrid requirió de inhibición al Juzgado de 
Primera Instancia n.º 6 de Majadahonda, el cual tras dar audiencia a los 
síndicos de la quiebra y a la acreedora Valoriza Facilities S.A., personada 
en el procedimiento de quiebra, quienes alegaron que debía mantenerse el 
requerimiento original del Juzgado y desestimarse el requerimiento de 
intervención, y al Ministerio Fiscal, que alegó que la competencia corres-
pondía a la Administración Tributaria siempre que el procedimiento admi-
nistrativo de apremio se limitara a la adopción del embargo con carácter 
meramente cautelar, dictó Auto de 23 de diciembre de 2005 resolvió que 
no había lugar al requerimiento, declarando la competencia del propio 
Juzgado para resolver, ordenando elevar las actuaciones al Tribunal de 
conflictos de Jurisdicción.

Sexto.–Tramitado el correspondiente procedimiento ante esta Sala, 
informó el la Fiscalía del tribunal Supremo el 4 de abril de 2006 que la 
competencia correspondía a la Administración Tributaria mientras la 
medida no incida sobre el reconocimiento del crédito ni sobre la determi-
nación de la prelación en relación con los demás créditos, no legitimando 
actuación alguna para la realización de los bienes. La Abogacía del Estado 
del Tribunal Supremo informó el 5 de abril que el procedimiento adminis-
trativo debería declararse preferente ya que el Auto de declaración de la 
quiebra fue posterior a las diligencias administrativas de embargo.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. Don Miguel Vizaino Márquez, quien 
expresa el parecer del Tribunal de Conflictos.

Fundamentos de Derecho

Primero.–Versa el presente conflicto de jurisdicción sobre la petición 
del el Juzgado de Primera Instancia n.º 6 de Majadahonda, con jurisdic-
ción y competencia en el Procedimiento de Quiebra voluntaria 
núm. 80/04 a la empresa «Burosoft Sistemas de Información, S.L.», diri-
gidas a la A.E.A.T. de Madrid para que pusiera a disposición de los órga-
nos de la quiebra la cantidad de 208.697,19 € objeto de apremio adminis-
trativo cautelar.

Segundo.–La cuestión sometida a debate, es decir, si, desde la perspec-
tiva del conflicto entre poderes estatales, mediante actos que se producen 
con posterioridad a los efectos de la declaración de la quiebra, puede la 
Administración Tributaria iniciar un procedimiento de apremio hasta tra-
bar embargo sobre determinados bienes del deudor y, en su caso, ejecutar 
posteriormente el apremio, o si, retrotraída la quiebra a un momento ante-
rior a aquel en que se dictan las diligencias de embargo, deben lo bienes 
trabados ponerse a disposición del procedimiento de quiebra.

Tercero.–El citado conflicto debe resolverse debe resolverse recono-
ciendo la competencia de la Administración tributaria para la traba de 
embargos sobre los bienes del quebrado siempre que el procedimiento de 
apremio se límite a la adopción de esta medida de carácter exclusivamente 
cautelar. Tal medida no incide sobre el reconocimiento del crédito ni sobre 
la determinación de su prelación en relación con los demás créditos que 
afectan a la entidad quebrada, como tampoco legitima actuación alguna 
para la realización de los bienes, la cual debe entenderse reservada al 
órgano jurisdiccional en tanto se halle en curso el proceso de ejecución 
universal iniciado, pues el embargo practicado como medida cautelar.

Así lo ha declarado este Tribunal de Conflictos en numerosas senten-
cias, entre otras, las de 17 de junio de 2002 y 13 de octubre de 2004.

Cuarto.–No queda claro, sin embargo, en la tramitación del procedi-
miento de conflicto de jurisdicción, si la Administración parece pretender 
ir más allá de su competencia para acordar el embargo como medida 

cautelar o si pretende también esgrimir su derecho a la exacción proce-
diendo a la realización del embargo y al cobro de las cantidades embarga-
das. Por las razones indicadas en las sentencias anteriormente citadas y 
otras muchas, ello no es así. Los bienes consistentes en la masa de la 
quiebra o sus subrogados (en especial si lo son por la necesaria liquida-
ción de los bienes para obtener su liquidez) se integran plenamente en la 
misma sin que exista para la Administración un derecho de ejecución que 
pudiera tergiversar el sistema legal de prelación de créditos. Por consi-
guiente, admitiendo la competencia de la Administración para proceder al 
embargo como medida cautelar, lo limita a estos meros efectos, exclu-
yendo cualquier actuación o medida de ejecución de los bienes del deu-
dor o que pueda obstaculizar la realización de la masa de la quiebra por el 
órgano jurisdiccional.

En consecuencia

FALLAMOS

Que la jurisdicción sobre la que versa el presente conflicto corres-
ponde a la Delegación Especial en Madrid de la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria en cuanto a la competencia para mantener los 
embargos como medida cautelar, excluyendo cualquier otra actuación o 
medida de ejecución de los bienes del deudor o que pueda obstaculizar la 
realización de la masa de la quiebra por el órgano jurisdiccional.

Así por ésta nuestra sentencia que deberá publicarse en el Boletín 
Oficial del Estado, lo pronunciamos y mandamos y firmamos. 

BANCO DE ESPAÑA
 16657 RESOLUCIÓN de 21 de septiembre de 2006, del Banco de 

España, por la que se hacen públicos los cambios del euro 
correspondientes al día 21 de septiembre de 2006, publi-
cados por el Banco Central Europeo, que tendrán la con-
sideración de cambios oficiales, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 36 de la Ley 46/1998, de 17 de 
diciembre, sobre la Introducción del Euro. 

CAMBIOS

1 euro =  1,2731 dólares USA.
1 euro =  148,84 yenes japoneses.
1 euro =  0,5766 libras chipriotas.
1 euro =  28,419 coronas checas.
1 euro =  7,4594 coronas danesas.
1 euro =  15,6466 coronas estonas.
1 euro =  0,67060 libras esterlinas.
1 euro =  274,48 forints húngaros.
1 euro =  3,4528 litas lituanas.
1 euro =  0,6960 lats letones.
1 euro =  0,4293 liras maltesas.
1 euro =  3,9466 zlotys polacos.
1 euro =  9,2193 coronas suecas.
1 euro =  239,61 tolares eslovenos.
1 euro =  37,505 coronas eslovacas.
1 euro =  1,5887 francos suizos.
1 euro =  89,43 coronas islandesas.
1 euro =  8,2810 coronas noruegas.
1 euro =  1,9558 levs búlgaros.
1 euro =  7,4300 kunas croatas.
1 euro =  3,5305 nuevos leus rumanos.
1 euro =  34,0430 rublos rusos.
1 euro =  1,8750 nuevas liras turcas.
1 euro =  1,6856 dólares australianos.
1 euro =  1,4302 dólares canadienses.
1 euro =  10,0872 yuanes renminbi chinos.
1 euro =  9,9092 dólares de Hong-Kong.
1 euro =  11.636,13 rupias indonesias.
1 euro =  1.202,12 wons surcoreanos.
1 euro =  4,6729 ringgits malasios.
1 euro =  1,9258 dólares neozelandeses.
1 euro =  63,789 pesos filipinos.
1 euro =  2,0126 dólares de Singapur.
1 euro =  47,638 bahts tailandeses.
1 euro =  9,4547 rands sudafricanos.

 Madrid, 21 de septiembre de 2006.–El Director general, Javier Alonso 
Ruiz-Ojeda. 


